EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE

BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTÍCULO 1°. Modifíquense los artículos 632 y 827 del Decreto Ley 7.425/68 – Código Procesal Civil y Comercial- los que quedaran redactados de la siguiente forma:
 
“Articulo 632°. Alcoholistas habituales, toxicómanos, disminuidos mentales y pródigos. Remisión. Los preceptos del Capítulo I del presente Título, regirán en lo pertinente, para la declaración de inhabilitación de alcoholistas habituales, toxicómanos, disminuidos mentales y pródigos, que estén expuestos por ello, a otorgar actos jurídicos perjudiciales a sus personas o patrimonios. Esta acción corresponde a quienes, según el Código Civil pueden solicitar la incapacidad de un presunto demente, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente.

 
La inhabilitación del pródigo podrá ser solicitada exclusivamente por quienes indica el artículo 152° bis del Código Civil.

 
La prohibición de ingreso a las salas de juego de azar, y en su caso la medida cautelar, podrá ser solicitada por el cónyuge, conviviente en aparente matrimonio, ascendientes y descendientes”. 
 
“Artículo 827°. Competencia. Los Jueces de Familia tendrán competencia exclusiva con excepción de los casos previstos en los artículos 3284 y 3285 del Código Civil y la atribuida a los Juzgados de Paz, en las siguientes materias:

a)      Separación personal y divorcio. 

b)      Inexistencia y nulidad del matrimonio. 

c)      Disolución y liquidación de sociedad conyugal, excepto por causa de muerte. 

d)      Reclamación e impugnación de filiación y lo atinente a la problemática que origine la inseminación artificial u otro medio de fecundación o gestación de seres humanos. 

e)      Suspensión, privación y restitución de la patria potestad y lo referente a su ejercicio. 

f)        Designación, suspensión y remoción de tutor y lo referente a la tutela. 

g)      Tenencia y régimen de visitas. 

h)      Guarda con fines de adopción, adopción, nulidad y revocación de ella. 

i)        Autorización para contraer matrimonio, supletoria o por disenso y dispensa judicial del artículo 167 del Código Civil. 

j)        Autorización supletoria del artículo 1.277 del Código Civil. 

k)      Emancipación y habilitación de menores y sus revocaciones. 

l)        Autorización para disponer, gravar y adquirir bienes de incapaces. 

m)    Alimentos y litis expensas. 

n)      Declaración de incapacidad e inhabilitaciones, sus rehabilitaciones y curatela. 

ñ)      Guarda de personas.

o)      Internaciones del artículo 482 del Código Civil. 

p)      Cuestiones referentes a inscripción de nacimientos, nombres, estado civil y sus registraciones. 

q)      Toda cuestión que se suscite con posterioridad al deceso de un ser humano sobre disponibilidad de su cuerpo o alguno de sus órganos. 

r)       Actas de exposiciones sobre cuestiones familiares, a este solo efecto. 

s)       Exequátur, siempre relacionado con la competencia del Juzgado. 

t)        En los supuestos comprendidos en la Sección VIII del Capítulo III Título IV del Libro I del presente.

u)      Violencia Familiar 

v)      Permanencia temporal de niños en ámbitos familiares alternativos o en entidades de atención social y/o de salud de conformidad a lo determinado por el artículo 35 inciso h) de la Ley 13298.

w)    Aquellas situaciones que impliquen la violación de intereses difusos reconocidos constitucionalmente y en los que se encuentren involucrados niños. 

x) Prohibición de ingreso a las salas de juegos de azar ubicadas en la Provincia de Buenos Aires. 

y)      Cualquier otra cuestión principal, conexa o accesoria, referida al derecho de familia y del niño con excepción de las relativas al Derecho Sucesorio”
ARTÍCULO 2°. El Directorio del Instituto Provincial de Lotería y Casinos de la provincia de Buenos Aires, sin perjuicio de las obligaciones que le impone el artículo 8 del Decreto 1170/92, deberá llevar una nomina de las personas que por orden judicial tienen una prohibición de ingreso a las salas de juego de azar de las que resulta autoridad de aplicación el organismo.  

 
La lista contendrá nombre, apellido, nacionalidad,  documento nacional de identidad, domicilio, datos del órgano judicial que dispuso la medida, plazo y extensión de la misma.   

 
Los datos tendrán carácter reservado, debiendo disponer el Directorio las medidas necesarias a tal fin, y solo serán remitidos a las salas de juego de azar para que efectúen el control de ingreso. 

ARTÍCULO 3°. La presente ley deberá ser reglamentada en un plazo de ciento veinte (120) días a partir de su promulgación.

ARTÍCULO 4°. Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS
 
La propuesta que sometemos a consideración del cuerpo consiste en una modificación al Código Procesal Civil y Comercial de nuestra provincia, en el Capítulo II “INHABILITACION” integrante del Título II “PROCESOS DE DECLARACION DE INCAPACIDAD E INHABILITACION”, tendiente a incorporar la posibilidad que los familiares de una persona que padece ludopatía puedan recurrir a la justicia con la intención de no permitir su acceso a salas de juego de azar. 
 
El juego patológico o ludopatía es definido como un trastorno mental por el Manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales (Diagnostic and Statistical Manual of Mental Disorders, DSM) de la Asociación Psiquiátrica de los Estados Unidos (American Psychiatric Association), mientras que el CIE 10 - décima versión de la Clasificación estadística internacional de enfermedades y otros problemas de salud -, recomendada por la Organización Mundial de la Salud (OMS), organismo de las Naciones Unidas, sostiene que se trata de un trastorno de bajo control de los impulsos. 

 
Según el DSM-IV solo cuando el juego patológico se presenta en forma independiente de otros trastornos del pensamiento o del estado de ánimo, se considera como una patología aparte. Para recibir ese diagnostico el individuo debería poseer por lo menos cinco (o más) de los siguientes síntomas: 

 
“1. preocupación por el juego (p. ej., preocupación por revivir experiencias pasadas de juego, compensar ventajas entre competidores o planificar la próxima aventura, o pensar formas de conseguir dinero con el que jugar);

 
2. necesidad de jugar con cantidades crecientes de dinero para conseguir el grado de excitación deseado;

 
3. fracaso repetido de los esfuerzos para controlar, interrumpir o detener el juego; 

 
4. inquietud o irritabilidad cuando intenta interrumpir o detener el juego; 
 
5. el juego se utiliza como estrategia para escapar de los problemas o para aliviar la disforia (p. ej., sentimientos de desesperanza, culpa, ansiedad, depresión); 
 
6. después de perder dinero en el juego, se vuelve otro día para intentar recuperarlo (tratando de "cazar" las propias pérdidas); 
 
7. se engaña a los miembros de la familia, terapeutas u otras personas para ocultar el grado de implicación con el juego;

 
8. se cometen actos ilegales, como falsificación, fraude, robo, o abuso de confianza, para financiar el juego;

 
9. se han arriesgado o perdido relaciones interpersonales significativas, trabajo y oportunidades educativas o profesionales debido al juego; 
 
10. se confía en que los demás proporcionen dinero que alivie la desesperada situación financiera causada por el juego “ 

 
Si bien la enfermedad es muy antigua, las referencias científicas que mencionamos son recientes. Solo a partir del año 1980 se la incluye en el DSM III, y en 1992 se identifica la patología y se define a la ludopatía o juego patológico, como un trastorno de la personalidad respecto del control de los impulsos con relación al juego (OMS, al incluirla en la Clasificación Internacional de las Enfermedades Mentales –CIE-). 

La enfermedad provoca una alteración en el control de los impulsos, que se caracteriza por la imposibilidad de resistir la tentación de realizar un acto aún cuando éste resulte en perjuicio de la persona misma o de otros que están a su alrededor. 
 
Genera una sensación creciente de tensión que alcanza, en algunos casos, estado de placer o disfrute en el momento que se lleva adelante el acto, por la emoción que supone el juego, pero que como toda adicción elimina la voluntad, es compulsiva, reiterativa, es canal de angustia y evasión, y a menudo – en el caso cuando se carece del dinero para jugar – ocasiona síndrome de abstinencia. Cuando una persona es adicta a algún comportamiento, hace eterno este comportamiento desde el punto de vista de vivir un presente intensivo y continuo. 


El juego patológico es un trastorno grave del comportamiento que tiene serias consecuencias patrimoniales y morales tanto en el individuo, como en la familia y la sociedad.
 
En la familia, las conductas de la persona que sufre de ludopatía suelen tener como consecuencia habitual el distanciamiento del resto de los integrantes, dificultando entonces el propio reconocimiento de la enfermedad por el afectado, tornando imposible un tratamiento que pueda revertir la situación, dado que solo se concientiza de su patología una vez que no tiene salida porque sus problemas (laborales, económicos, familiares) ya no tienen solución. Tengamos en cuenta que la propia definición de la enfermedad lleva implícita la necesidad de contar con dinero para mantener constante la emoción del juego, y cuando el mismo no se posee, se acrecientan las deudas, recurriéndose a los más variados métodos de financiación, en desmedro de la economía personal y familiar. 
 
El entorno familiar se enfrenta entonces, la mayoría de las veces, con una persona que no reconoce el problema, no admite que está enfermo, o bien se niega a ponerse en tratamiento. 
 
 Esto dificulta cualquier solución, pues desde la perspectiva del individuo, el tratamiento comienza con su propio reconocimiento del problema, para luego dar lugar a la intervención de los profesionales vinculados con la temática. 
 
En el ámbito familiar, se debe  entender que se trata de una enfermedad y asumir la responsabilidad de acompañar y ayudar al paciente en el tratamiento.

 
Resulta elocuente, luego de lo expuesto, que la ludopatía afecta tanto al individuo como a su entorno familiar y social. 

 
Existiendo mecanismos de autoexclusión regulados por la autoridad competente, y sin perjuicio de los distintos proyectos de ley en tratamiento en esta Legislatura que proponen mayores controles y fiscalización sobre el juego en general, creemos necesario que los familiares dispongan de un mecanismo legal que les permita ayudar al ludópata a su pronta recuperación, a la par que evitar mayores perjuicios desde el punto de vista económico, instando la prohibición de su  entrada en salas de juego - bingos, hipódromos, canódromos, casinos, o lugares que posean máquinas tragamonedas- . 

 
Esa petición sería formulada ante el fuero de familia, y su regulación, vinculada estrictamente con el procedimiento que se utiliza para la inhabilitación en los supuestos del artículo 152 bis del Código Civil. 
 
La inhabilitación es una institución legal destinada a proteger a las personas que se encuentran afectadas por algún tipo de deficiencia moral, psíquica o de conducta, que podría incidir sobre su discernimiento colocándola en situación de inferioridad para con su patrimonio, y solo fue incorporada a nuestra legislación en el año 1968.
 
El régimen anterior a la reforma promovida por la ley 17711 al Código Civil, es decir antes de 1968,  sólo posibilitaba que la capacidad de los mayores de edad fuera restringida en casos de demencia o sordomudez. 

 
La ley mencionada  introdujo el artículo 152 bis, por medio del cual se habilitó la limitación de la capacidad a un conjunto de personas que adolecen de trastornos psíquicos pero que no llegan a configurar un diagnostico de demencia, y para aquellas cuyas conductas podrían derivar en actos perjudiciales para el individuo o su familia. 

 
El artículo dice textualmente que. “Podrá inhabilitarse judicialmente: A quienes por embriaguez habitual o uso de estupefacientes estén expuestos a otorgar actos jurídicos perjudiciales a su persona o patrimonio; A los disminuidos en sus facultades cuando sin llegar al supuesto previsto en el art. 141 de este Código, el juez estime que del ejercicio de su plena capacidad pueda resultar presumiblemente daño a su persona o patrimonio: A quienes por la prodigalidad de los actos de administración y disposición de sus bienes expusiesen a su familia a la perdida de del patrimonio. Solo procederá en este caso la inhabilitación si la persona imputada tuviere cónyuge, ascendientes o descendientes y hubiere dilapidado una parte importante de su patrimonio. La acción para obtener esta inhabilitación solo corresponderá al cónyuge, ascendientes y descendientes. Se nombrara un curador al inhabilitado y se aplicaran en lo pertinente las normas relativas a la declaración de incapacidad por demencia y rehabilitación. Sin la conformidad del curador los inhabilitados no podrán disponer de sus bienes por actos entre vivos. Los inhabilitados podrán otorgar por si solo actos de administración, salvo los que limite la sentencia de inhabilitación teniendo en cuenta las circunstancias del caso."

 
El mecanismo que recepta la propuesta que hoy sometemos a consideración del cuerpo, está en un todo de acuerdo con la legislación de fondo que se referencia y que se utiliza como basamento para facultar a los familiares de quien padece de ludopatía a recurrir a la justicia. 

Deseamos mencionar que existen varios proyectos de ley en el Congreso Nacional que proponen una modificación del artículo 152 bis incorporando al ludópata, con lo cual, se sancionarse una ley en ese sentido, la reforma a nuestra legislación adjetiva no tendría sentido. Mientras tanto, es necesario que brindemos esta solución. 


Ratificando lo expuesto, queremos reseñar un párrafo de un fallo del  Juez de Faltas Municipal Nro. 2 de La Plata, Dr. Dante Daniel Rusconi, con competencia en el ámbito del Defensa del Consumidor, al momento de expedirse sobre la colocación de cajeros automáticos en salas de bingo ”Pongo de manifiesto que los juegos de azar y actividades lúdicas, en particular cuando se desarrollan de manera organizada y en un entorno predispuesto para su explotación comercial y masiva, son actividades capaces de llevar a quienes participan en ellas a desarrollar conductas adictivas con múltiples manifestaciones ruinosas, para su salud física y psíquica, su vida social y de relación, y su patrimonio”.

Volviendo sobre las modificaciones propuestas resaltamos que hemos ampliado la legitimación prevista por la legislación de fondo posibilitando que la  prohibición de ingreso a las salas de juego de azar, y en su caso la medida cautelar, pueda ser solicitada, además del cónyuge, ascendientes y descendientes, por el conviviente en aparente matrimonio. 
Por último, señalamos que este mecanismo legal tiene basamento constitucional en la ley fundamental de nuestra provincia, que consagra en su articulado el derecho social de la familia como núcleo primario y fundamental de la sociedad.  En virtud de ello, la Provincia se compromete a establecer políticas que procuren su fortalecimiento y protección moral y material, garantizando a sus habitantes el acceso a la salud en sus aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos.
 Si tenemos en cuenta lo expuesto hasta aquí, que de acuerdo a los propios datos brindados por el órgano competente en la provincia durante el año 2009 el Programa Provincial de Prevención y Asistencia al Juego Compulsivo asistió a más de 965 personas que pidieron ayuda por su adicción al Juego, que – reiteramos - la negación del problema por parte del individuo impide el acceso de muchos al programa de autoexclusión,  el aumento de casos de ludopatía y la inacción oficial que lejos de prevenir sobre las consecuencias nocivas del juego lo promociona y alienta, la propuesta que elevamos a vuestra consideración aparece como una herramienta aceptable. 
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